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INTRODUCCIÓN

			¿Qué es el Derecho Internacional? Basta con echar un vistazo a las noticias más recientes para captar su relevancia: la invasión rusa a Ucrania, las sanciones impuestas por Occidente a Moscú, las tensiones comerciales entre China y Estados Unidos, los debates sobre las políticas migratorias en Europa frente a flujos crecientes desde Oriente Medio y África, la respuesta coordinada a pandemias como la COVID-19, las disputas marítimas en el Mar del Sur de China, la situación de los derechos humanos en Myanmar, los intentos internacionales por regular la inteligencia artificial o las implicaciones jurídicas del auge del comercio digital transfronterizo. Todo esto y mucho más configura el vasto y apasionante ámbito de estudio del Derecho Internacional.

			Pero, además de definirlo, conviene preguntarnos para qué sirve realmente esta disciplina. Jeremy Bentham respondería sin titubear que su finalidad última es alcanzar la felicidad, entendiendo que una sociedad internacional regulada por normas claras, justas y efectivamente cumplidas proporciona estabilidad, paz y bienestar colectivo.

			En efecto, el Derecho Internacional Público es, sin lugar a dudas, una disciplina esencial para comprender la complejidad de las relaciones internacionales contemporáneas. En los últimos años, esta rama del Derecho ha experimentado una evolución notable para responder a las cambiantes exigencias de la sociedad internacional, marcada por la interdependencia, la globalización y la creciente diversidad de actores involucrados.

			Desde sus orígenes más remotos como un conjunto limitado de principios, costumbres y normas destinadas exclusivamente a regular las interacciones entre Estados soberanos, el Derecho Internacional se ha expandido significativamente, integrando a toda una serie de nuevos actores y respondiendo a problemáticas cada vez más variadas y complejas.

			En este contexto, el estudio del Derecho Internacional Público se presenta hoy como más necesario que nunca. Tradicionalmente centrado en las relaciones diplomáticas entre Estados, actualmente aborda también fenómenos complejos como la regulación del comercio global, la protección de los derechos humanos, la preservación del medioambiente, la gestión de crisis migratorias, y los desafíos derivados de los conflictos armados. Además, la participación activa de actores no estatales, como las organizaciones internacionales, las empresas transnacionales (ETNs), las organizaciones no gubernamentales y los individuos, plantea cuestiones jurídicas nuevas y relevantes, enriqueciendo y diversificando el panorama del Derecho Internacional contemporáneo.

			Esta obra nace precisamente de la convicción profunda de que una sólida formación en Derecho Internacional Público es imprescindible para todos aquellos estudiantes y futuros profesionales que desean contribuir de manera efectiva a la construcción de un orden público global verdaderamente justo, pacífico y sostenible. Pensado especialmente para estudiantes universitarios, este estudio busca proporcionar un equilibrio riguroso entre teoría y práctica, facilitando no solo una comprensión detallada de los principios y conceptos fundamentales, sino también su aplicación práctica y crítica en contextos específicos. Los objetivos pedagógicos que inspiran esta obra consisten en fomentar el desarrollo del pensamiento analítico, estimular la capacidad crítica y promover la autonomía intelectual, a fin de que los estudiantes puedan abordar con éxito los desafíos jurídicos y éticos que plantea la realidad internacional actual.

			La estructura del Manual está diseñada para ofrecer una comprensión gradual, coherente y profunda del Derecho Internacional Público. El primer bloque introduce al estudiante en las cuestiones generales de la disciplina, ofreciendo una perspectiva histórica y conceptual fundamental, así como un análisis crítico sobre las fuentes normativas y su interacción con los ordenamientos jurídicos nacionales. El segundo bloque aborda con detalle los sujetos y actores del Derecho Internacional, analizando la evolución del rol predominante del Estado junto con el creciente protagonismo de otros actores internacionales, como las organizaciones internacionales, movimientos sociales y el propio individuo, destacando así la transformación y diversificación de la comunidad internacional contemporánea. El tercer bloque profundiza en la posición actual del Estado en la sociedad internacional, abordando cuestiones cruciales como la inmunidad soberana, la competencia territorial y personal del Estado, así como los límites y desafíos actuales al ejercicio tradicional de la soberanía. Por último, el cuarto bloque analiza de manera exhaustiva la aplicación efectiva del Derecho Internacional en el mundo contemporáneo, explorando los mecanismos y procedimientos existentes para asegurar su cumplimiento, así como cuestiones específicas de máxima actualidad, tales como la responsabilidad internacional, los derechos humanos, la protección ambiental y el Derecho Internacional Humanitario (DIH).

			En cuanto a la metodología sugerida, se recomienda encarecidamente adoptar un enfoque crítico y reflexivo. Mi experiencia docente me ha enseñado que el aprendizaje efectivo no se basa única y exclusivamente en la simple memorización, sino también en la capacidad del estudiante para relacionar continuamente la teoría con problemas actuales y reales. En consecuencia, este Manual incorpora numerosos ejercicios prácticos, preguntas reflexivas y lecturas complementarias que pretenden estimular la investigación autónoma y el pensamiento crítico, herramientas esenciales para formar juristas competentes y comprometidos.

			A través de estas Lecciones se extiende una invitación a cada estudiante para que aborde con entusiasmo, responsabilidad y genuina curiosidad intelectual el estudio del Derecho Internacional. Mi mayor aspiración es que esta obra no solo contribuya al enriquecimiento académico, sino que también fortalezca su sensibilidad ética y social, preparándolos para enfrentar de manera consciente y comprometida los retos éticos y jurídicos que plantea la sociedad internacional contemporánea.

			Confío plenamente en que el estudio de estas Lecciones de Derecho Internacional Público: teoría y práctica potenciará su formación integral, dotándolos de las herramientas necesarias para actuar con responsabilidad y convicción en la construcción de un mundo más justo, solidario y pacífico. Es mi sincero deseo que este Manual inspire una sólida vocación profesional, así como también sirva en ustedes para fortalecer un compromiso activo y duradero con la defensa de los valores universales de justicia, dignidad humana y cooperación internacional.

			JONATÁN Cruz Ángeles

		

	
		
			BLOQUE I

			
CUESTIONES GENERALES DE DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

			Este bloque está diseñado para ofrecer una visión clara y básica sobre qué es el Derecho Internacional, cómo ha evolucionado históricamente, cómo funciona su sistema de fuentes y cómo éstas interactúan con las leyes nacionales de los distintos Estados. El propósito es sentar las bases para entender mejor el papel que desempeña el Derecho Internacional en la sociedad internacional contemporánea.

			OBJETIVOS

			Al finalizar este bloque, se espera que usted sea capaz de:

			•Identificar y comprender los acontecimientos históricos fundamentales del Derecho Internacional.

			•Reconocer las diferencias clave entre el Derecho Internacional y los ordenamientos jurídicos nacionales.

			•Comprender cómo se crean y funcionan las normas internacionales, incluyendo tratados y costumbres, entre otras.

			•Reflexionar críticamente sobre cómo y por qué el Derecho Internacional es eficaz o enfrenta dificultades en el mundo actual.

			•Analizar las relaciones y posibles conflictos entre las normas internacionales y las leyes internas.

			CONSEJOS PARA EL ESTUDIO

			•Realice una primera lectura rápida para obtener una idea general del contenido.

			•Tome notas breves de los conceptos y acontecimientos históricos más importantes.

			•Preste especial atención a las definiciones básicas y a los ejemplos prácticos ofrecidos en el texto.

			•Reflexione sobre las preguntas clave que aparecen a lo largo del bloque; éstas le ayudarán a comprender mejor los temas.

			•Compare constantemente las normas internacionales con ejemplos concretos de leyes nacionales que usted conozca.

			•Realice los ejercicios prácticos sugeridos para consolidar lo aprendido y desarrollar una visión crítica y autónoma.

			•No memorice de manera aislada: intente conectar cada epígrafe con situaciones o casos de estudio actuales para entender su relevancia práctica.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
EL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO: GÉNESIS, CARÁCTER Y EVOLUCIÓN

			
1. INTRODUCCIÓN

			El Derecho Internacional Público (o Derecho de las Naciones) está compuesto por un conjunto de normas vinculantes para los Estados en sus relaciones recíprocas y que determinan sus derechos y obligaciones mutuas. Aunque, actualmente, el Derecho Internacional también puede incluir entidades no estatales como las organizaciones internacionales, no debemos olvidar que este sistema parte del reconocimiento de la existencia de Estados soberanos independientes.

			El término «Derecho Internacional» fue acuñado por primera vez por el filósofo inglés Jeremy Bentham, en 1870, en su obra Introducción a los principios de la moral y la legislación. A mediados del siglo XIX, en las lenguas inglesa y romances, el «Derecho Internacional» había reemplazado a la antigua terminología «Derecho de las Naciones» o droit de gens, que se remonta al concepto romano de Jus Gentium y a los escritos de Cicerón.

			Según la definición clásica de Bentham, el Derecho Internacional es un conjunto de normas que rigen las relaciones entre Estados, omitiendo a las organizaciones internacionales y a los individuos, dos de los elementos más dinámicos y vitales del Derecho Internacional contemporáneo. Además, ya no es correcto considerar el Derecho Internacional como una mera colección de normas estáticas; sino, más bien, podría definirse como un complejo conjunto de normas en constante desarrollo y principios, prácticas y afirmaciones influyentes, no siempre directamente vinculantes, junto con estructuras y procesos cada vez más sofisticados.

			En su sentido más amplio, el Derecho Internacional proporciona lineamientos normativos, así como métodos, mecanismos y un marco conceptual común. Un lenguaje utilizado tanto por los sujetos como por los actores internacionales, es decir, principalmente los Estados soberanos, pero también cada vez más por parte de organizaciones internacionales e individuos. De modo que la gama de sujetos y actores directamente relacionados con el Derecho Internacional se ha ampliado considerablemente, yendo más allá de las cuestiones clásicas de la guerra, la paz y la diplomacia para incluir asuntos de naturaleza muy diversa que requieren la interacción de los representantes de los distintos Estados para tratar de asegurar un orden público internacional.

			El Derecho Internacional es una parte distintiva de la estructura general de las relaciones internacionales. Al contemplar las posibles respuestas ante una situación internacional particular, los Estados generalmente consideran las normas internacionales que le son aplicables. Aunque es cierto que podemos apreciar violaciones de Derecho Internacional, los Estados generalmente tienen cuidado a la hora de garantizar que sus acciones se ajusten a las normas y principios del Derecho Internacional. Ello se debe a que aquellos Estados que incumplen las normas internacionales sufren una pérdida de credibilidad que les puede perjudicar en futuras relaciones con otros Estados. Se reconoce la violación constante de una(s) norma(s) de Derecho Internacional como un peligro para el valor que el sistema aporta a la comunidad de Estados, organizaciones internacionales y otros actores. Este valor consiste en la certeza, la previsibilidad y el sentido de un propósito común en los asuntos internacionales que se deriva de la existencia de un conjunto de normas aceptadas por todos los sujetos y actores internacionales.

			
2. IUSNATURALISMO Y POSITIVISMO

			La escuela de Derecho natural identifica la ley y la justicia con la razón natural, la ética, la moral o la religión; esta cuestiona si una regla promulgada o un resultado propuesto es bueno, útil, justo, necesario o deseable; en definitiva, nos invita a apreciar si tiene sentido. En cambio, desde el punto de vista del positivismo, una norma es vinculante porque la promulga la autoridad que está facultada constitucionalmente para promulgar normas vinculantes, independientemente de si esas reglas son aceptables desde un punto de vista particular. Si el Derecho Internacional es Derecho positivo, entonces tiene que descansar sobre una base diferente a la autoridad legislativa de un Estado porque no existe un Gobierno mundial y ningún Estado tiene autoridad para dictar leyes para otro Estado.

			Por lo que no queda otra opción más que alcanzar un acuerdo entre los distintos Estados. Por tanto, la distinción básica es que el Derecho natural se enfoca en ideas y valores y es un subconjunto de la ética; el positivismo se centra en el Derecho en las relaciones de la vida real entre los Estados.

			El Derecho natural fomenta la percepción de que el Derecho nacional e internacional se basan en ideas y conceptos similares. Por ejemplo, el Jus Gentium (Derecho de gentes) en el Derecho Romano antiguo formaba parte del Derecho interno, pero se aplicaba en las relaciones jurídicas entre romanos y ciudadanos extranjeros, así como a las relaciones de Roma con otros Estados, en términos de guerra, paz y diplomacia. Desde la época romana en adelante, la idea y legitimidad que reforzaba el Jus Gentium descansaba principalmente en las ideas de Derecho natural y Justicia.

			Los primeros escritores iusnaturalistas de renombre fueron los españoles Francisco de Vitoria (1486-1546) y Francisco Suárez (1548-1617); Gentili (1552-1608), y el inglés Zouche (1590-1661). Todos estos escritores estaban de acuerdo en que los principios básicos del Derecho Internacional no se derivaban de ninguna elección o decisión humana deliberada, sino de los principios de justicia que tenían una validez universal y eterna y que podían descubrirse mediante la razón pura.

			El erudito holandés Hugo Grocio (1583-1645) es considerado el fundador de la doctrina moderna del Derecho Internacional. El Derecho natural se concibió originalmente como de origen divino, pero Grocio (re)consideró que la existencia de éste era una consecuencia automática del hecho de que los hombres vivían en sociedad y eran capaces de comprender ciertas reglas que eran necesarias para la preservación de la misma.

			De acuerdo con esta línea de argumentación, la prohibición del asesinato, por ejemplo, era una norma de Derecho natural, independientemente de cualquier normativa que lo prohibiera, porque todo hombre inteligente se daría cuenta de que dicha norma es justa y necesaria para la preservación de la sociedad humana.

			Con algunos matices religiosos y siendo imposible su verificación, la teoría del Derecho natural trata de transformarse progresivamente en científica y secular. La esencia de la teoría era identificar la norma con la justicia y, aunque los operadores jurídicos a menudo apelan a la justicia para llenar vacíos o resolver lagunas legislativas, la teoría del Derecho natural también podría conducir lógicamente a una conclusión mucho más radical, a saber, que una norma injusta no es una norma en absoluto y puede ser ignorada. Pero ésta es una conclusión que ningún sistema moderno aceptaría.

			En los siglos XVI y XVII, la teoría del Derecho natural desempeñó una función doctrinal muy útil al fomentar el respeto por la justicia en un momento en que la división de Europa entre católicos y protestantes podría haber llevado de otro modo a la anarquía total. La idea del Derecho natural y la justicia fue, en ese momento, también la base más coherente sobre la que censurar la crueldad con la que entonces se conducían las guerras en Europa. Es difícil pensar en otros cimientos sobre los que se podría haber construido un estudio de Derecho Internacional en ese momento, porque la evidencia de Derecho creada a través de acuerdos entre los Estados no era fácil de identificar con respecto a esos asuntos. La vaguedad de la teoría del Derecho natural, que hoy en día puede considerarse como un defecto, era menos evidente en tiempos de Grocio, quien ilustraba sus argumentos con citas bíblicas, referencias a la Historia griega y romana y, sobre todo, analogías extraídas del Derecho Romano que, en ese momento, era admirado como un reflejo bastante fiel del Derecho natural.

			Desde el siglo XVII en adelante, con la consolidación en Europa de los Estados nación soberanos como unidades centrales de gobierno y autoridad pública, se avanzó de manera más consistente hacia el argumento de que el Derecho era, en gran medida, Derecho positivo, es decir, creado por el hombre. Como consecuencia, Derecho y Justicia no son equivalentes, y las normas pueden variar en función del tiempo y el espacio, según la voluntad del legislador. Aplicado al Derecho Internacional, el iuspositivismo consideraba como base el Derecho Internacional o el comportamiento real de los Estados en sus relaciones mutuas: Derecho derivado de prácticas y acuerdos que ocurren en la vida real, no de ideas y valores. El primer gran escritor iuspositivista en Derecho Internacional fue el holandés Cornelius van Bynker Shoek (1673-1743). Por su parte, el jurista suizo Emerich von Vattel (1714-1767) también realizó una importante contribución a la combinación de las tesis iusnaturalista e iuspositivista.

			
3. CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

			El Derecho Internacional contemporáneo se caracteriza por: (i) la descentralización normativa, (ii) el principio del consentimiento, (iii) la igualdad formal frente a la desigualdad material, (iv) la multiplicidad de sujetos y fuentes, (v) la ausencia de un tribunal internacional con jurisdicción obligatoria universal y, finalmente, (vi) la aplicación descentralizada que da lugar a la responsabilidad internacional.

			El rasgo más evidente —﻿y, a la vez, más problemático﻿— del Derecho Internacional es su descentralización. No existe en la sociedad internacional un legislador universal, ni una instancia superior con potestad para imponer normas de manera vertical. El Derecho Internacional Público se crea a través de mecanismos descentralizados, como los tratados —﻿acuerdos voluntarios entre sujetos internacionales﻿— o la costumbre —﻿prácticas generalizadas aceptadas como Derecho﻿—. Esta ausencia de una fuente única implica que el Derecho Internacional sea, en gran medida, un Derecho de origen pacticio o consuetudinario, cuya validez o fuerza jurídica reside, en última instancia, en la aceptación voluntaria, no en la imposición jerárquica.

			No obstante, dicha descentralización no debe interpretarse como una debilidad, sino como una forma distinta de organización. La descentralización permite que el Derecho Internacional Público sea más flexible, con capacidad de respuesta y adaptación a la diversidad cultural y política de los sujetos y actores actores que lo integran. Pero también plantea desafíos de coherencia normativa, coordinación entre distintas normas y, especialmente, eficacia en la implementación de las mismas.

			Íntimamente ligado a esta descentralización está el principio del consentimiento. A diferencia del Derecho interno, que impone sus leyes con independencia de la voluntad del ciudadano, el Derecho Internacional vincula a los Estados (y a otros sujetos y actores) únicamente cuando estos han aceptado expresamente una obligación, o bien cuando su conducta reiterada refleja una aceptación tácita. Esta característica se manifiesta en la primacía de los tratados como fuente de obligaciones, pero también en la práctica estatal que da lugar a normas consuetudinarias. El consentimiento internacional no es meramente formal: es la expresión de la voluntad soberana de los Estados de someterse a determinadas normas, y constituye la base sobre la que se construye la legitimidad del Derecho Internacional contemporáneo. Sin embargo, este consentimiento no es absoluto. En determinadas áreas, el Derecho Internacional reconoce la existencia de normas de carácter imperativo —jus cogens— que no pueden ser derogadas por acuerdo entre las partes. Estas normas, que incluyen la prohibición de la tortura, la esclavitud o el genocidio, representan límites materiales al consentimiento, y expresan una vocación universalista del Derecho Internacional contemporáneo.

			Operamos bajo la premisa fundamental de la igualdad soberana de los Estados. Este principio poswestfaliano afirma que todos los Estados, independientemente de su tamaño, riqueza o poder militar, gozan, en teoría, de los mismos derechos y obligaciones. Dicho principio se encuentra recogido en el artículo 2.4 de la Carta de las Naciones Unidas y es uno de los pilares del Derecho Internacional clásico.

			Sin embargo, esta igualdad formal convive con profundas desigualdades materiales. No todos los Estados tienen la misma capacidad para participar, en la práctica, en la comunidad internacional, ni para hacer valer sus intereses. A menudo, su poder económico, político o militar condiciona la interpretación y aplicación del Derecho Internacional, generando tensiones entre el plano ideal y la realidad geopolítica. En este contexto, como iusinternacionalistas, debemos ser conscientes de estas dinámicas de poder para analizar críticamente la realidad del momento.

			Además, el Derecho Internacional ha dejado de ser un Derecho exclusivo de los Estados. Actualmente, participan en la sociedad internacional contemporánea una variedad creciente de sujetos y actores: organizaciones internacionales, individuos, pueblos indígenas, ETNs u organizaciones no gubernamentales (ONG), entre otros. Esta pluralidad no significa que todos tengan el mismo estatuto jurídico, pero sí que sus derechos y obligaciones están, en ciertos casos, reconocidos y protegidos.

			Al mismo tiempo, el sistema de fuentes de Derecho Internacional es diverso y amplio: a los tratados y la costumbre se suman otras fuentes como los principios generales, los actos unilaterales, las resoluciones de organizaciones internacionales o incluso ciertas formas de soft law. Esta proliferación de fuentes genera una riqueza normativa sin precedentes, pero también el riesgo de fragmentación, solapamiento y contradicción entre regímenes especializados.

			Otro rasgo definitorio del Derecho Internacional es que no existe un tribunal con jurisdicción obligatoria para todos los Estados y para todos los casos. La Corte Internacional de Justicia (CIJ), órgano judicial principal de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), solo puede conocer de controversias si las partes han aceptado su competencia. Lo mismo ocurre con otros tribunales internacionales: su jurisdicción depende del consentimiento previo de los sujetos implicados. A pesar de esta limitación, en las últimas décadas ha crecido significativamente el número y la relevancia de los órganos jurisdiccionales internacionales, tanto permanentes como ad hoc. Tribunales especializados —﻿como el Tribunal Internacional del Derecho del Mar (TIDM), la Corte Penal Internacional (CPI) o los tribunales regionales de derechos humanos﻿— han fortalecido la dimensión judicial del sistema internacional, aportando interpretaciones autoritativas, mecanismos de control y vías de reparación.

			Y, es que, en ausencia de una autoridad central, la aplicación del Derecho Internacional depende en gran medida de los propios sujetos internacionales. Son los Estados quienes deben incorporar el Derecho Internacional a sus ordenamientos internos, ejecutar las obligaciones asumidas y reaccionar frente a las violaciones de sus derechos. Esta aplicación descentralizada implica que la eficacia del sistema reposa, en buena medida, sobre la buena fe, la presión diplomática, la movilización institucional y la acción colectiva. De modo que, cuando una norma de Derecho Internacional es violada, puede activarse un régimen de responsabilidad internacional. En estos casos, el Estado o el sujeto infractor debe cesar la conducta ilícita, ofrecer garantías de no repetición y, en su caso, reparar el daño causado. E incluso en determinadas materias, también se reconocen formas de responsabilidad individual —﻿como en el Derecho Penal Internacional﻿— o responsabilidad compartida entre sujetos.

			
4. LAS FUNCIONES DEL DERECHO INTERNACIONAL CONTEMPORÁNEO

			Hablar de las funciones del Derecho Internacional es preguntarse por su utilidad, pero también por su sentido. ¿Qué aporta este sistema jurídico a la comunidad internacional? ¿Qué problemas permite resolver? ¿Qué objetivos persigue, más allá de los intereses inmediatos de los Estados? Las respuestas a estas cuestiones no son simples, pero revelan que el Derecho Internacional es mucho más que un conjunto disperso de normas heterogéneas. Y es que, las funciones principales del Derecho Internacional, imprescindibles para comprender su utilidad y sentido, son las siguientes: (i) organiza la convivencia entre Estados soberanos, (ii) facilita la cooperación internacional, (iii) promueve valores y bienes comunes, (iv) resuelve pacíficamente los conflictos, y (v) legitima el ejercicio de la autoridad o el poder a nivel internacional.

			Como punto de partida, la función más elemental —﻿y más antigua﻿— del Derecho Internacional es organizar la convivencia entre Estados soberanos. Desde sus orígenes, el Derecho Internacional ha establecido principios y normas para evitar el conflicto armado, limitar su alcance o canalizar su posible resolución. La prohibición del uso de la fuerza en las relaciones internacionales, consagrada en la Carta de las Naciones Unidas, es muestra de ello. Esta función se articula mediante normas que definen la soberanía territorial, la inviolabilidad de las fronteras, la inmunidad del Estado y la obligación de resolver pacíficamente las controversias. En otras palabras, el Derecho Internacional proporciona a los Estados un marco normativo que les permite coexistir sin recurrir sistemáticamente a la violencia, aun cuando sus intereses entren en conflicto.

			Más allá de organizar la convivencia pacífica, el Derecho Internacional cumple la función indispensable de facilitar la cooperación entre Estados y otros actores internacionales. En el mundo contemporáneo, ningún Estado, por poderoso que sea, puede hacer frente por sí solo a los grandes desafíos actuales. El cambio climático, las pandemias, la criminalidad transnacional, la protección del medioambiente o la regulación del comercio internacional exigen respuestas colectivas, articuladas a través de principios, normas, instituciones y compromisos compartidos. Aquí el Derecho Internacional desempeña una función esencial: proporciona las herramientas necesarias para que los Estados —﻿y otros actores﻿— cooperen de forma estructurada, previsible y equitativa. Lo hace a través de tratados multilaterales, de organizaciones internacionales como foro de debate, así como a través del establecimiento de procedimientos de resolución de conflictos. La cooperación, en este contexto, no es un simple acto político, sino una práctica regulada.

			El Derecho Internacional también emplea una función axiológica: establece principios que expresan valores compartidos por la comunidad internacional. Entre ellos destacan la paz, la dignidad humana, la autodeterminación de los pueblos, la equidad o la sostenibilidad ambiental. Esta función se manifiesta especialmente en el ámbito de los derechos humanos, del DIH, del Derecho Penal Internacional o del Derecho Internacional del Medio Ambiente. De este modo, el Derecho Internacional busca proteger bienes comunes, garantizar estándares mínimos de justicia y limitar el poder —﻿sea estatal, económico o militar﻿— en nombre de principios superiores.

			Ante la ausencia de un tribunal o juez universal, el Derecho Internacional ha desarrollado medios para la resolución pacífica de conflictos. A lo largo del siglo XX se han sistematizado mecanismos diplomáticos (negociación, buenos oficios, mediación) y mecanismos jurisdiccionales (arbitraje, tribunales internacionales, cortes regionales) que permiten a los Estados —﻿e incluso, en ocasiones, a otros actores﻿— canalizar sus diferencias sin acudir a la violencia. Aunque estos mecanismos no siempre son utilizados o aceptados, su existencia contribuye a reducir la arbitrariedad y a introducir criterios objetivos en la gestión de conflictos. Además, las decisiones de los tribunales internacionales generan jurisprudencia, interpretando el contenido del Derecho Internacional y desarrollando su legitimidad.

			Asimismo, el Derecho Internacional no solo trata de preservar orden —﻿prohibiendo, condicionando o sancionando﻿—, sino que también lo legitima. Cuando una organización internacional actúa conforme a sus estatutos, cuando un Estado adopta medidas en el marco de una resolución del Consejo de Seguridad, lo que se reafirma es el uso del Derecho como fuente de autoridad. Esta función legitimadora del Derecho Internacional tiene, sin embargo, una naturaleza ambivalente: puede servir tanto para justificar prácticas de poder arbitrarias como para cuestionarlas y mostrar resistencia con argumentos jurídicos bien fundados y legítimos. Por ello, el análisis crítico del Derecho Internacional exige examinar lo que explícitamente permite o prohíbe, así como también lo que tácitamente tolera, condiciona o silencia.

			
5. BREVE HISTORIA DEL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

			Tradicionalmente, los grandes iusinternacionalistas se han centrado en el estudio del Derecho Internacional tras el nacimiento del Estado-nación moderno, como resultado de la Paz de Westfalia (1648). No obstante, desde la Antigüedad ya existían relaciones entre los distintos pueblos. Desde entonces, el Derecho Internacional ha sufrido varios cambios a lo largo de los siglos, con diferentes hitos históricos que han transformado el mundo en el que vivimos.

			
5.1. La Edad Antigua


			El Derecho Internacional es tan antiguo como las primeras civilizaciones y sus relaciones mutuas. Desde la Antigüedad, se comprende la necesidad de crear un marco dentro del cual poder celebrar acuerdos internacionales, ejercer la diplomacia, determinar o ajustar sus fronteras, o asegurar la extradición de delincuentes y fugitivos. También se reconoció que, parar asegurar que todas estas utilidades estuvieran disponibles, las obligaciones que asumirían entre sí las civilizaciones tendrían que ser tratadas como vinculantes.

			Los primeros antecedentes de Derecho Internacional surgen de las relaciones y tratados entre entidades políticas de la Antigüedad en Oriente Próximo. Los primeros documentos que atestiguan el sistema y la práctica del Derecho Internacional provienen de los siglos XXV a XXIV a.C. La estructura básica y los elementos de los tratados eran relativamente uniformes. Los tratados pueden servir para declarar una guerra y abordar cambios territoriales, incluidas alianzas y apoyo militar, subyugación, así como también extradición, reconocimiento de refugio o asilo y condiciones de comercio. Se establecieron disposiciones sobre reservas, interpretación y resolución de conflictos entre varios compromisos. Asimismo, en el ámbito de las ciudades-Estado griegas y, posteriormente, en el marco del Imperio Romano, comenzaron a perfilarse formas incipientes de un jus commune interestatal, sustentadas en prácticas diplomáticas y jurídicas recurrentes entre distintas entidades políticas. Los tratados celebrados entre las poleis y con potencias externas como el Imperio Persa revelan una conciencia incipiente de normas comunes aplicables a la guerra, la paz, el comercio o la protección de enviados. Roma, por su parte, no solo heredó parte de estas prácticas, sino que las integró en un sistema jurídico más amplio, configurando un marco jurídico común en un espacio caracterizado por su diversidad.

			
5.2. De la Edad Media a la Paz de Westfalia


			La práctica de los Estados europeos en la Edad Media también estaba familiarizada con la práctica diplomática, con los tratados y con las alianzas y la extradición. No obstante, la Europa medieval no era muy adecuada para el desarrollo del Derecho Internacional tal y como lo conocemos porque aún no estaba dividida en Estados en el sentido moderno y, por tanto, no podía hacerse una distinción coherente o eficaz entre el Derecho estatal promulgado por los gobiernos nacionales y elementos transnacionales del Derecho que se aplicaban, de un modo u otro, tanto en los ordenamientos jurídicos internos como en las relaciones entre los pueblos soberanos. Hoy en día, pensamos en un Estado que tiene un control político indiscutible sobre su propio territorio y que es independiente del control político externo. Los reyes medievales europeos no estaban en esa posición; internamente, compartían el poder con sus barones, cada uno de los cuales tenía un ejército privado; externamente, reconocieron cierta lealtad al menos al Papa y al Emperador del Sacro Imperio Romano Germánico. No solo no podía haber un sistema discreto de Derecho Internacional en el sentido moderno, sino que incluso el Derecho interno era una mezcla de Derecho estatal, Derecho feudal, costumbres locales y premisas de justicia natural según la interpretación de los tribunales o registrada en codificaciones en toda Europa. No todas las normas aplicadas por los tribunales nacionales eran de autoría nacional. Por ejemplo, el Derecho Eclesiástico y la tradición jurídica europea común eran fenómenos jurídicos transnacionales.

			Cuando comenzaron a surgir fuertes Estados centralizados, como Reino Unido, España, Francia, los Países Bajos y Suecia, comenzaron a desplazar o restringir internamente la relevancia de las fuentes de Derecho no estatales, reclamando soberanía sin restricciones y negándose a someterse a una autoridad externa superior como el Papa o el Sacro Imperio Romano Germánico. De este modo, se hizo posible el pleno funcionamiento del sistema jurídico internacional en Europa.

			La Paz de Westfalia de 1648 puso fin a las devastadoras guerras religiosas entre países católicos y protestantes y condujo al reconocimiento de los poderes protestantes y de la independencia de los Estados frente a la Iglesia. Unas trescientas entidades políticas, que constituían los restos del Sacro Imperio Romano Germánico, obtuvieron el derecho de entrar en alianzas con potencias extranjeras. Mientras que Alemania se dividió en varios Estados comparativamente pequeños, Francia, Suecia y los Países Bajos fueron reconocidos como nuevas potencias principales y Suiza y los Países Bajos obtuvieron el reconocimiento de países neutrales. La progresiva desintegración del Sacro Imperio Romano Germánico, junto con la progresiva relegación de la Iglesia a un papel más limitado en los asuntos temporales, propició el surgimiento de un nuevo orden en el que las relaciones entre los Estados soberanos comenzaron a estructurarse sobre la base de su igualdad jurídica.

			
5.3. De Westfalia a la Primera Guerra Mundial


			Desde la Paz de Westfalia, el equilibrio de poderes se convirtió en el principio organizador político predominante en las relaciones exteriores de los Estados europeos. La esencia del equilibrio era que ningún Estado europeo debería poder adquirir tanto territorio o poder como para poder poner en peligro la independencia de otros Estados europeos. Este sistema fue interrumpido por la conquista de gran parte de Europa por Napoleón.

			La Revolución Francesa (1789) desafió la base del sistema existente al defender las ideas de la libertad y autodeterminación de los pueblos, que debían implementarse más allá de las fronteras de Francia, y proponiendo negar los derechos de los monarcas a disponer del territorio y la población del Estado según su propio criterio. Ambos desarrollos impulsaron a las potencias europeas a buscar nuevos mecanismos más institucionalizados para defender la ley, la seguridad y su continuidad en el continente europeo.

			Con la restauración del viejo orden en Europa en el Congreso de Viena de 1815, los Tratados de París crearon la Santa Alianza de las naciones cristianas entre las monarquías de Austria, Rusia y Prusia, una alianza militar antirrevolucionaria para intervenir contra levantamientos liberales y nacionalistas que amenazaban el orden establecido. No obstante, el gobierno británico se negó a respaldar la intervención en los asuntos internos de los Estados, como se preveía en las Conferencias de Labiach y Troppau en 1820 y 1821. A partir de la década de 1850, siguió una mayor confrontación entre las grandes potencias. La Guerra de Crimea, en la que Rusia fue derrotada por la alianza de Francia y Gran Bretaña, apoyada por Piamonte-Cerdeña y Turquía, finalizó con el Tratado de Paz de París de 1856. El impulso para revisar los resultados alcanzados con dicho acuerdo condujo a una nueva guerra entre Rusia y el Imperio Otomano en 1877, que revirtió algunos de los resultados de la Guerra de Crimea. Al final de esa guerra, el Congreso de Berlín de 1878 propuso un nuevo enfoque de los problemas de los Balcanes, centrándose no solo en las relaciones entre las grandes potencias europeas y el Imperio Otomano, sino también en el estatus y la independencia de las entidades nacionales emergentes que habían formado parte de ese imperio (Serbia, Montenegro y Bulgaria).

			En el Congreso de Berlín de 1878 solo estuvieron presentes las seis principales potencias europeas y Turquía. Por su parte, en la Conferencia de Berlín de 1884-1885 participaron doce Estados, incluido Estados Unidos, con el objetivo de poner una solución a los conflictos que estaban surgiendo entre distintas potencias ante su expansión colonial en África. También ha de destacarse la Conferencia de Paz de La Haya, que reunió a veintiséis Estados, incluidos Estados Unidos y México, así como Japón, China, Persia y Siam. En la Segunda Conferencia de Paz de La Haya en 1907, participaron cuarenta y tres Estados, entre ellos diecisiete Estados americanos y cuatro asiáticos, pero ningún país africano.

			La Primera Guerra Mundial puso fin al Concierto de Europa. En los tratados, así como en los escritos jurídicos y políticos, el sistema de conciertos y congresos europeos se denominaba a menudo «Derecho Público Europeo» (jus publicum europaeum; droit public de l´Europe). No obstante, no se trataba de un sistema o marco normativo discreto que no pudiera organizarse mediante los instrumentos ordinarios de Derecho Internacional. De hecho, los tratados y congresos europeos operaron únicamente sobre la base de que los Estados europeos tenían capacidad para celebrar tratados por motivos ordinarios en virtud del Derecho Internacional general. De manera similar, la noción de «Derecho Internacional europeo» fue propagada por académicos, quienes durante el siglo XIX propusieron argumentos jurídicos destinados a justificar las políticas de las potencias europeas en relación con la colonización, la conquista y otras formas de dominación en África y Asia. La esencia de esta teoría era presentar a los asiáticos y africanos como inferiores, incivilizados e incapaces de comprender el Derecho Internacional.

			
5.4. Desarrollo posterior a la Primera Guerra Mundial


			El final de la Primera Guerra Mundial anunció una serie de cambios importantes en el sistema jurídico internacional. La Alemania derrotada tuvo que asumir la responsabilidad exclusiva de la guerra según el artículo 231 del Tratado de Versalles, perdiendo las colonias adquiridas, así como un tercio de su territorio en Europa y siendo sometida por los vencedores a un duro sistema de reparaciones.

			Después de la Revolución Rusa de 1917, el gobierno ruso soviético se declaró en desacuerdo con el sistema de Derecho Internacional existente y mostró una actitud revisionista hacia el mismo. Originariamente, se negó que pudiera haber un sistema de Derecho Internacional que se aplicara por igual a los Estados capitalistas y socialistas y se negó la validez del Derecho consuetudinario más antiguo y de los tratados celebrados por el gobierno zarista. Esta actitud cambió más tarde, para que la Unión Soviética pudiera mantener su economía y sus relaciones políticas con el mundo exterior.

			
5.5. El fracaso de la Sociedad de Naciones


			A partir de 1919 se produjo una transformación fundamental del sistema internacional con el intento de organizar la comunidad internacional y prohibir el uso de la fuerza. La creación de la Liga de las Naciones fue un paso revolucionario en las relaciones interestatales. Siguió el denominado «último de los catorce puntos del Presidente Wilson» para el establecimiento de una asociación general de naciones en virtud de los pactos específicos con el propósito de otorgar garantías mutuas de independencia política e integridad territorial a Estados grandes y pequeños por igual. Los veintiséis artículos que constituyen la Liga se incorporaron a la Parte I de cada uno de los Tratados de Paz europeos, y la constitución de la nueva Organización Internacional del Trabajo (OIT) se incorporó como Parte XIII. Otras funciones incluyeron el establecimiento del sistema de mandatos como un «fideicomiso para la civilización», en el marco del artículo 22, que puso bajo tutela internacional a las naciones nacientes en las antiguas colonias de las potencias derrotadas. Además, la Liga asumió responsabilidades en el campo de la protección de las minorías en Europa basada en tratados y en asuntos sociales, como la salud y las normas laborales justas. Otra gran innovación institucional fue la creación en 1921 de la Corte Permanente de Justicia Internacional en La Haya, precursora de la actual CIJ establecida en virtud de la Carta de las Naciones Unidas.

			En el campo de la paz y la seguridad, la negativa de los Estados Unidos a unirse a la Liga colocó naturalmente a la nueva organización en una posición difícil para lograr sus objetivos. En efecto, la Liga pasó posteriormente a ser controlada por los intereses de Francia y Gran Bretaña. La ratificación también fue negada por Hejaz (Arabia) y Ecuador. Originalmente, la membresía de la Liga se limitaba a los veintisiete Estados vencedores que firmaron el Tratado de Versalles, además del «Imperio Británico» (Reino Unido, los dominios de Canadá, Australia, Nueva Zelanda, Sudáfrica e India), más trece Estados neutrales. Más tarde se admitieron veintidós Estados miembros nuevos, incluidos los antiguos Estados enemigos Austria y Bulgaria (1920), Hungría (1922) y Alemania (1926). La Unión Soviética, originariamente excluida, fue admitida en 1934. Con el transcurso del tiempo, también se retiraron dieciséis miembros, incluidos Costa Rica (1927), Brasil (1928), Alemania y Japón (1935), Italia (1939) y España (1941).

			La Liga siguió siendo incapaz de lidiar con la agresión japonesa contra China en 1932 cuando ocupó Manchuria, y con la agresión italiana contra Abisinia en 1935-1936. Las sanciones económicas limitadas adoptadas por unos cincuenta miembros de la Liga contra Italia fracasaron. Éste fue el primer y último intento de hacer cumplir el Pacto contra una gran potencia. En la Guerra Civil española (1936-1939), que fue vista como una amenaza para la paz mundial por la intervención directa e indirecta de varios Estados, la Liga afirmó el principio de no intervención (la obligación de los Estados de no intervenir en los asuntos internos de otros Estados), exigió la retirada de todos los combatientes extranjeros y condenó el bombardeo de ciudades abiertas, pero las resoluciones de la Liga tuvieron poco efecto. La renovada agresión de Japón contra China en 1937 simplemente produjo una condena por parte de la Liga al bombardeo aéreo de las ciudades indefensas. El ataque de Alemania a Polonia en 1939 y el estallido de la Segunda Guerra Mundial resultaron en nada más que el aplazamiento de las sesiones de la Asamblea y el Consejo ya programadas. La última acción importante de la Liga fue expulsar a la Unión Soviética en 1939 porque ésta no aceptó que se abriera un procedimiento de mediación para tratar de resolver la controversia contra Finlandia.

			
5.6. Desarrollo posterior a la Segunda Guerra Mundial


			El estallido de la Segunda Guerra Mundial llevó a la coalición de las Potencias Aliadas a reprimir la agresión de Hitler y sus aliados, y a detener las atrocidades cometidas por la Alemania nazi y Japón en toda Europa y Asia. La decisión de establecer una nueva organización mundial de Estados para preservar la paz tras la guerra ya había sido preparada por la Carta del Atlántico de 1941. La Carta de las Naciones Unidas, patrocinada por Estados Unidos, Gran Bretaña, la Unión Soviética y China, fue redactada inicialmente en la Conferencia de Dumbarton Oaks en 1944, firmada por cincuenta y un Estados en la Conferencia de San Francisco del 26 de junio de 1945 y entró en vigor el 24 de octubre de 1945. Ésta fue diseñada para introducir la ley, el orden y un sistema de seguridad colectivo en las relaciones internacionales. La principal novedad fue introducir una prohibición total del uso de la fuerza en el artículo 2.4 de la Carta, con excepción del derecho de los Estados a la autodefensa colectiva e individual contra un ataque armado (art. 51), y la autorización del Consejo de Seguridad, a través del sistema de ejecución del Capítulo VII. Por ello, se supone que Naciones Unidas tiene el monopolio sobre el uso de la fuerza y la responsabilidad primaria de aplicar medidas coercitivas en caso de amenaza a la paz o acto(s) de agresión.

			El reconocimiento del estatus militar, económico y político especial de las Grandes Potencias se incorporó a la regulación de la Carta del procedimiento de votación del Consejo de Seguridad, otorgando a los Estados Unidos, la Unión Soviética (reemplazada por Rusia en 1991), Gran Bretaña, Francia y China (originariamente representada por el Gobierno de Taiwán), en tanto que «miembros permanentes», el derecho a vetar cualquier decisión que no sea de su agrado.

			
5.7. Los procesos de descolonización


			La composición de la comunidad internacional ya había comenzado a cambiar inmediatamente después de la Segunda Guerra Mundial. La Unión Soviética creó el «bloque socialista» con la República Democrática Alemana (RDA), Polonia, Bulgaria, Hungría, Rumanía, Checoslovaquia bajo su hegemonía y Yugoslavia (que más tarde pasó a formar parte del Movimiento de Países No Alineados). Otro desarrollo importante fue el proceso de descolonización, basado en el principio de autodeterminación establecido en la Carta de la ONU y en el artículo común 1 de los dos Pactos Internacionales de Derechos Humanos de 1966.

			Los imperios coloniales de Gran Bretaña, Francia, Bélgica, los Países Bajos, Portugal e Italia tuvieron que enfrentarse a movimientos de liberación en sus posesiones coloniales. El marco legal del proceso de descolonización fue moldeado y reforzado por la adopción por parte de la Asamblea General de la ONU en 1960 de la Declaración sobre la Concesión de la Independencia a los Países y Pueblos Coloniales. El aumento del número de Estados a unos 130 a finales de la década de 1960, casi la mitad de los cuales eran Estados de reciente independencia, tuvo un profundo impacto en el sistema internacional en general y en el funcionamiento de las organizaciones internacionales en particular. Las asambleas de los organismos internacionales estaban ahora dominadas por el bloque de los países comunistas y los nuevos Estados del llamado, por aquel entonces, «Tercer Mundo».

			
5.8. De los grandes bloques a la multipolaridad


			La impresión inicial creada por el fin de la Guerra Fría y la desaparición del bloque socialista a principios de la década de los 1990 fue que la relevancia del Derecho Internacional mejoraría para guiar el comportamiento del Estado en los asuntos internacionales y, por tanto, el Estado de Derecho en los asuntos internacionales se vería fortificado.

			Otro factor que ha reforzado la coherencia normativa del Derecho Internacional ha sido la proliferación de cortes y tribunales internacionales, proceso mediante el cual cada vez más cuestiones de Derecho Internacional se han convertido en objeto de pronunciamientos judiciales formales y, por tanto, se ha logrado una mayor claridad sobre el alcance y el significado de las normas, derechos y obligaciones que, de otro modo, podrían cuestionarse en la práctica.

			No obstante, la mayor coherencia del sistema jurídico internacional no ha estado libre de desafíos sustanciales. En general, el crecimiento relativo del poder occidental (principalmente estadounidense) en la década de 1990 ha llevado a la popularidad de la teoría hegemónica del Derecho Internacional. Esta plataforma ideológica ha tratado de mejorar la perspectiva tanto del dominio occidental en el Derecho y las instituciones internacionales como de la acción unilateral de las mismas potencias occidentales cada vez que el marco más multilateral de la ONU no permite que una agenda particular triunfe.

			Y desde principio de la década de 1990 en adelante, destacados pensadores políticos como Henry Kissinger y Samuel Huntington advirtieron sobre la falta de viabilidad de estas teorías. En este sentido, Kissinger reconoció que, tras la caída del bloque socialista, Estados Unidos siguió siendo el más poderoso de los Estados, pero advirtió que no tenía la voluntad de imponer su poder y que las armas nucleares posicionarían a los países en una situación de igualdad táctica.

			Estas percepciones hegemónicas han impulsado los intentos de revisar algunas áreas de Derecho Internacional. El derecho del uso a la fuerza es un área en la que el conflicto de intereses ha sido evidente, manifestado por los intentos encabezados por Estados Unidos de reevaluar la base jurídica y ética para regular el uso de la fuerza y también de introducir un patrón de unilateralismo en la toma de decisiones dejando de lado el papel de las Naciones Unidas. Esta agenda se manifestó cuando se abogó por el uso de la fuerza como un mecanismo de cumplimiento unilateral de las resoluciones del Consejo de Seguridad contra Irak en 1998 y la «intervención humanitaria» sobre Kosovo en 1999; esencialmente, la agresión armada contra la República Federativa de Yugoslavia, de la que formaba parte Kosovo, fue llevada a cabo por los Estados de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) sin la aprobación del Consejo de Seguridad de la ONU.

			Otro episodio importante de unilateralismo ocurrió tras los ataques terroristas de septiembre de 2001 en los Estados Unidos. Desde entonces, a través de múltiples declaraciones políticas, el gobierno de Estados Unidos ha reivindicado el derecho a usar la fuerza unilateralmente en respuesta a lo que considera amenazas potenciales. Las versiones de 2002 y 2006 de la Estrategia de Seguridad Nacional emitida por la Administración Bush, así como la versión de 2010 adoptada por la Administración Obama y el informe de la Casa Blanca de 2016 sobre el uso de la fuerza, respaldan esta posición, aunque, al menos, aparentemente, con menor intensidad. En esta línea de trabajo, son varios los aspectos de DIH que no se han querido abordar, especialmente el estatuto de las personas capturadas y conducidas a la Bahía de Guantánamo.

			
6. LOS PADRES DEL DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO

			Toda disciplina tiene su genealogía. El Derecho Internacional Público, aunque de raíces milenarias, fue estructurado como campo del saber jurídico por una serie de pensadores que, en contextos históricos muy distintos, intuyeron —﻿y en parte articularon﻿— la posibilidad de crear un orden normativo más allá de las fronteras del Estado, capaz de regular las relaciones entre pueblos, monarcas y, con el tiempo, entre sujetos jurídicos soberanos. A estos autores, cuyas ideas han contribuido decisivamente a dar forma al Derecho Internacional, solemos referirnos como los «padres fundadores» de la disciplina.

			Lejos de compartir una doctrina común, estos pensadores representan tradiciones diversas, a veces incluso contradictorias. Pero todos contribuyeron, desde sus respectivos contextos, a imaginar un Derecho entre entidades políticas autónomas, no subordinadas a una autoridad superior, fundado en la razón, la justicia o el consenso. A continuación, se presenta una panorámica de sus aportaciones más significativas.

			
6.1. Francisco de Vitoria (1483-1546)

			Francisco de Vitoria fue un insigne fraile dominico y destacado jurista español nacido en Burgos. Formado en París, ejerció gran parte de su actividad académica en la Universidad de Salamanca, donde sus lecciones tuvieron una notable influencia sobre sus contemporáneos y sobre las generaciones futuras. Considerado uno de los principales exponentes de la Escuela de Salamanca, Vitoria realizó importantes aportaciones que sentaron los fundamentos del Derecho Internacional Público moderno.

			Su obra más significativa está recogida en las Relecciones Teológicas, particularmente en la célebre Relectio de Indis (1539), donde cuestionó los títulos jurídicos invocados por la Corona española para justificar la conquista y dominio sobre los territorios americanos. En ella afirmó lo siguiente:

			«Los indios poseían verdadera potestad pública y legítima propiedad sobre sus tierras antes de la llegada de los españoles; ni su infidelidad ni supuestos pecados justifican una guerra contra ellos, pues ninguna potestad humana puede fundarse en la diferencia de religión o en la supuesta barbarie. Las guerras solo pueden ser legítimas si tienen causa justa, como la defensa propia, la restitución de bienes o la protección de inocentes. Por lo tanto, los españoles no pueden legítimamente dominar a los indios mediante la fuerza, salvo cuando estos les impidan ejercer derechos naturales como la comunicación pacífica o el comercio justo.»

			Con estas afirmaciones, Francisco de Vitoria estableció una base crítica para evaluar la legitimidad del uso de la fuerza, distinguiendo entre causas justas e injustas en conflictos internacionales. Sus contribuciones trascendieron su tiempo al introducir conceptos fundamentales como el principio de soberanía nacional, el respeto por los derechos de los pueblos indígenas y la formulación inicial del Derecho de Gentes (ius gentium) sobre una base racional y universalista, independiente de consideraciones puramente religiosas.

			
6.2. Alberico Gentili (1552-1608)

			Alberico Gentili, destacado jurista y teólogo protestante, nació en San Ginesio, Italia. Debido a sus convicciones religiosas, se vio obligado a exiliarse en Inglaterra, donde se convirtió en profesor de Derecho Civil en la Universidad de Oxford. La obra más influyente de Gentili es De jure belli libri tres (1598), donde afirmaba lo siguiente:

			«La guerra es justa únicamente cuando se libra por necesidad y no por ambición; cuando la causa que la genera no es otra que la defensa propia, la recuperación de derechos legítimamente usurpados, o la protección de inocentes frente a injusticias manifiestas. Incluso en estos casos, deben observarse reglas estrictas que aseguren la humanidad y el respeto por aquellos que no participan directamente en la contienda, pues la razón y la justicia exigen limitar los excesos y los sufrimientos innecesarios que toda guerra, por desgracia, conlleva.»

			En este tratado, Gentili desarrolló su teoría del Derecho Internacional basada en principios seculares y racionales, separándose claramente del enfoque tradicional dominado por argumentos teológicos. Propuso normas claras para la guerra justa, haciendo énfasis en la protección de civiles y prisioneros durante los conflictos armados. Su obra es considerada precursora en la formulación moderna del DIH y sentó las bases para la comprensión del ius in bello.

			
6.3. Francisco Suárez (1548-1617)

			Francisco Suárez fue un eminente filósofo, teólogo y jurista jesuita nacido en Granada, España. Estudió y enseñó en diversas universidades europeas, destacando especialmente en la Universidad de Coimbra, Portugal, donde desarrolló una intensa actividad académica. Reconocido por su profundo conocimiento en Teología, Derecho y Filosofía escolástica, Suárez destacó por su capacidad para sintetizar y renovar la tradición escolástica, acercándola a los debates jurídicos y políticos de su época. Su gran ópera De legibus ac Deo legislatore (1612), donde realiza un tratamiento exhaustivo y sistemático del concepto de ley y, en particular, desarrolla importantes aportaciones sobre el Derecho Internacional. Uno de sus fragmentos más significativos señala:

			«La comunidad internacional se sustenta en una ley común que todos los pueblos reconocen por derecho natural, una ley que nace de la racionalidad compartida y que no depende de la autoridad particular de ningún príncipe o Estado. Por esta razón, los tratados, acuerdos y convenios establecidos entre las naciones son vinculantes no solo por la voluntad explícita de las partes, sino también porque están respaldados por una justicia universal, cuyo respeto es imprescindible para la paz y el orden mundial.»

			Con esta obra, Suárez profundizó en la teoría del Derecho natural como fundamento esencial del Derecho Internacional, defendiendo la existencia de normas jurídicas comunes a todos los pueblos, independientemente de su diversidad política o religiosa. Además, es considerado precursor en la definición del concepto de soberanía popular, al sostener que el poder político reside originalmente en el pueblo, del cual derivan todos los poderes legítimos.

			
6.4. Hugo Grocio (1583-1645)

			Hugo Grocio, conocido también como Hugo Grotius, fue un destacado jurista, diplomático y filósofo neerlandés, nacido en Delft. Su notable actividad diplomática y política, particularmente al servicio de la República de las Provincias Unidas, le permitió observar y participar directamente en numerosos conflictos y negociaciones internacionales. Su pensamiento estuvo profundamente influenciado por la necesidad de establecer normas claras que regularan las relaciones entre los Estados, especialmente en tiempos de guerra y paz. En su obra más destacada, De iure belli ac pacis (Del derecho de la guerra y de la paz, 1625), este autor sostiene que:

			«Existe un derecho común entre todas las naciones, derivado no únicamente de convenios particulares ni de la voluntad de los gobernantes, sino basado en la naturaleza racional del hombre. Este derecho natural dicta la necesidad de limitar las acciones de guerra, evitando aquellas que son innecesariamente crueles, desproporcionadas o injustificables moralmente. Asimismo, todas las naciones deben reconocer ciertos derechos inalienables, como el derecho al comercio pacífico, al respeto de los acuerdos internacionales y a la protección de los no combatientes en conflictos armados.»

			Más allá de las teorías generales sobre la justicia en la guerra, Grocio ofreció respuestas prácticas a las complejas realidades políticas y diplomáticas del siglo XVII, dando lugar a una concepción innovadora del Derecho Internacional como instrumento eficaz para resolver conflictos entre Estados soberanos. En particular, introdujo el concepto crucial de la libertad de los mares y desarrolló una teoría jurídica pionera sobre los derechos neutrales y la navegación marítima, que aún hoy constituyen referencias obligadas en debates contemporáneos sobre espacios internacionales comunes.

			
6.5. Samuel von Pufendorf (1632-1694)

			El ilustre jurista, filósofo, político e historiador alemán Samuel von Pudendorf era originario de Dorfchemnitz, Sajonia. Desarrolló su actividad académica en diversas universidades europeas, destacando particularmente en Heidelberg y Lund. Además, ocupó importantes cargos diplomáticos al servicio de diferentes cortes europeas, lo que le permitió aplicar directamente sus teorías sobre el Derecho y las relaciones internacionales a situaciones prácticas y concretas. En su obra más relevante De iure naturae et gentium (Sobre el derecho natural y de gentes, 1672), expresa claramente su pensamiento:

			«El derecho natural constituye la base esencial de todas las relaciones entre individuos y Estados, fundándose en la sociabilidad natural del ser humano y su inevitable necesidad de convivencia pacífica. A partir de esta sociabilidad derivan directamente normas que regulan la vida internacional, normas cuyo cumplimiento no depende exclusivamente de la fuerza ni del poder soberano, sino que emanan del mutuo reconocimiento de intereses y obligaciones comunes, asegurando así la estabilidad y la paz entre las naciones.»

			La originalidad y relevancia específica de Samuel von Pufendorf radica en su capacidad para integrar elementos filosóficos, políticos y antropológicos en su fundamentación del Derecho Internacional. En este sentido, su aporte distintivo consistió en resaltar que las relaciones internacionales no se sustentan exclusivamente en normas impuestas o derivadas del poder soberano, sino también en la necesidad inherente de cooperación, comunicación y beneficio mutuo entre sociedades humanas.

			
6.6. Emer de Vattel (1714-1767)

			Emer de Vattel fue un distinguido jurista y diplomático suizo, nacido en Couvet, en el principado de Neuchâtel. Se desempeñó en importantes misiones diplomáticas al servicio del Electorado de Sajonia. En su obra de referencia, Le droit des gens ou Principes de la loi naturelle appliqués à la conduite et aux affaires des nations et des souverains (El derecho de gentes o principios de la ley natural aplicados a la conducta y a los asuntos de las naciones y de los soberanos, 1758), entre sus reflexiones más relevantes destaca:

			«Cada nación soberana posee derechos que derivan directamente de su independencia política y territorial, y la igualdad soberana de los Estados constituye un principio básico que debe gobernar las relaciones internacionales. Sin embargo, esta igualdad exige que cada nación respete escrupulosamente la independencia y dignidad de las demás, reconociendo además la obligación de cumplir los acuerdos internacionales en virtud de la buena fe, que es la base de la confianza mutua y la estabilidad del orden internacional.»

			Su nota de distingo radica en haber sistematizado, con una claridad sin precedentes, conceptos clave como la soberanía territorial, la neutralidad y la no intervención, dotándolos de una dimensión jurídica precisa y fácilmente aplicable.

			
6.7. Jeremy Bentham (1748-1832)

			Jeremy Bentham, eminente filósofo y jurista inglés nacido en Londres, es reconocido por ser el fundador del utilitarismo, una teoría filosófica que sostiene que la mejor acción o norma es aquella que maximiza el bienestar general. Aunque su obra filosófica y jurídica es extensa, en el ámbito del Derecho Internacional su aporte más destacado proviene de su obra An Introduction to the Principles of Morals and Legislation (1789), así como de diversos escritos posteriores donde acuñó el término International Law (Derecho Internacional), sustituyendo el tradicional concepto de «Derecho de Gentes» (ius gentium). Un fragmento particularmente significativo de su pensamiento sobre este ámbito expresa lo siguiente:

			«El Derecho Internacional debe entenderse como un sistema racional y práctico cuyo propósito esencial es reducir al mínimo los conflictos entre Estados mediante la aplicación constante de principios basados en la utilidad común. Dicho sistema no puede fundarse exclusivamente en ideales abstractos o en obligaciones morales imprecisas, sino que debe garantizar reglas claras, públicamente aceptadas y beneficiosas para todas las partes involucradas, facilitando así la cooperación pacífica y la estabilidad duradera.»

			Bentham ofreció una perspectiva radicalmente innovadora: consideró esencial que las normas internacionales fueran evaluadas y justificadas desde una lógica pragmática y orientada al bienestar colectivo, más que desde principios abstractos o ideales tradicionales, promoviendo una visión contemporánea del Derecho Internacional como una herramienta dinámica y operativa destinada a resolver problemas concretos de cooperación internacional, prevenir conflictos y promover el interés común entre las naciones.

			
7. LA EFICACIA DEL DERECHO INTERNACIONAL A DEBATE

			La eficacia del Derecho Internacional ha sido objeto de discusión constante, tanto en la doctrina como en la práctica de las relaciones internacionales. Comprender su alcance exige distinguir entre la eficacia normativa y la eficacia práctica, aunque ambas están íntimamente relacionadas.

			La eficacia normativa se refiere a la capacidad del Derecho Internacional para generar normas claras, coherentes y legítimas, capaces de orientar la conducta de los Estados y de otros actores internacionales. Esta dimensión está ligada a la calidad de las normas: cuanto más racionales, comprensibles y aceptadas sean, mayor será su fuerza normativa. Por otra parte, la eficacia práctica alude al cumplimiento efectivo de esas normas, a su aplicación real en las relaciones internacionales y a los mecanismos —﻿formales o informales﻿— que permiten garantizar su observancia. Cuando una norma carece de legitimidad, difícilmente se aplicará. Pero cuando una norma, por muy bien formulada que esté, es sistemáticamente ignorada o violada sin consecuencias, su validez se erosiona y se cuestiona. La eficacia, por tanto, no es un atributo estático, sino una condición dinámica que depende tanto del comportamiento de los sujetos implicados como de la capacidad de respuesta del Derecho Internacional en diferentes contextos políticos.

			Desde sus orígenes, el Derecho Internacional ha sido objeto de un escepticismo estructural por parte de numerosos autores. En ausencia de un gobierno mundial, un legislador común o un poder judicial único, resulta comprensible que se cuestione su fuerza vinculante. Thomas Hobbes (1588-1679) afirmaba que las relaciones entre Estados se desarrollaban en un estado de naturaleza perpetuo, sin la transición al estado civil que sí caracterizaba a las sociedades internas —﻿véase Hobbes, Thomas, Leviathan, 1651﻿—. Por tanto, en el plano internacional, no habría autoridad capaz de imponer ni de hacer cumplir el Derecho. En este sentido, John Austin, en el siglo XIX, negó al Derecho Internacional su condición de sistema jurídico, al no provenir de un soberano dotado del monopolio de la fuerza —﻿véase Austin, John, The Province of Jurisprudence Determined, 1832﻿—. En el siglo XX, Hans Morgenthau, desde el realismo clásico, sostuvo que las normas internacionales, en última instancia, están subordinadas a la lógica del poder: los Estados las respetan mientras coinciden con sus intereses, pero las ignoran cuando entran en conflicto con su seguridad o su supervivencia —﻿véase Morgenthau, Hans J., Politics Among Nations, 1948﻿—. Incluso autores como H.L.A. Hart, que sí reconocen la existencia y validez del Derecho Internacional, admiten que su estructura es deficitaria en comparación con el Derecho interno, al carecer de un ordenamiento plenamente desarrollado y de órganos institucionales eficaces que garanticen la aplicación de las normas —﻿véase Hart, H.L.A., The Concept of Law, 1961﻿—.

			Las objeciones a la eficacia del Derecho Internacional no se limitan a su falta de poder coercitivo centralizado. Desde la teoría crítica y el pensamiento marxista, la eficacia se cuestiona por razones estructurales: se afirma que las normas internacionales no son neutrales, sino que reflejan —﻿y reproducen﻿— las asimetrías de poder presentes en la comunidad internacional. Autores como Antonio Gramsci han denunciado que el Derecho Internacional actúa como una superestructura ideológica que legitima los intereses de las grandes potencias dominantes —﻿véase Gramsci, Antonio, Cuadernos de la cárcel, 1929-1935﻿—. Según esta teoría, el Derecho Internacional es eficaz solo en la medida en que sirve para consolidar un orden económico y político desigual. La selectividad en la aplicación del Derecho Penal Internacional, el sesgo en la composición y decisiones de organismos multilaterales o el uso estratégico del Derecho por parte de ciertos Estados son, desde esta óptica, síntomas de una eficacia aparente que oculta mecanismos de dominación —﻿véase Chimni, B.S., International Law and World Order: A Critique of Contemporary Approaches, 2017﻿—. No se niega que el sistema funcione, pero se duda de que lo haga al servicio de la justicia, la equidad o el interés colectivo.

			Frente a estas críticas, distintos enfoques contemporáneos han defendido la eficacia del Derecho Internacional, aunque reconociendo sus límites. Desde el institucionalismo liberal, se argumenta que las normas internacionales son herramientas necesarias para articular la cooperación en un mundo interdependiente. Su función no es solo prohibitiva o punitiva, sino también organizativa: reducen la incertidumbre, establecen expectativas claras, crean rutinas y permiten resolver conflictos de forma previsible —﻿véase Keohane, Robert O., After Hegemony: Cooperation and Discord in the World Political Economy, 1984﻿—. Para el constructivismo, el cumplimiento del Derecho Internacional no depende únicamente de la amenaza de sanciones, sino también de un proceso de socialización. Los Estados, en esta visión, no son actores exclusivamente racionales, sino entidades que incorporan normas internacionales, que configuran su identidad en relación con otros y que actúan conforme a patrones de conducta aprendidos —﻿véase Finnemore, Martha, National Interests in International Society, 1996﻿—. El Derecho Internacional sería eficaz en tanto que moldea comportamientos, genera obligaciones sentidas como legítimas y establece un marco discursivo común. Además, algunos autores, como Martti Koskenniemi, han subrayado el valor del Derecho Internacional como un lenguaje jurídico estructurado, donde los actores negocian posiciones y estrategias bajo una gramática compartida. Aunque este lenguaje no se imponga por la fuerza, sí genera formas de presión, de control institucional y de responsabilidad que condicionan las dinámicas o comportamientos de los Estados, así como del resto de sujetos y actores en la comunidad internacional —﻿véase Koskenniemi, Martti, From Apology to Utopia: The Structure of International Legal Argument, 2005﻿—.

			CLAVES DE APRENDIZAJE DEL CAPÍTULO 1

			•El Derecho Internacional Público regula las relaciones entre Estados soberanos y otros sujetos y actores internacionales mediante normas que reflejan una estructura descentralizada, basadas principalmente en el consentimiento voluntario de los sujetos implicados.

			•El término «Derecho Internacional» surgió históricamente con Jeremy Bentham en el siglo XIX, pero el concepto en sí tiene antecedentes más antiguos vinculados al Derecho Romano (Jus gentium), y se consolidó a partir de la formación de los Estados-nación soberanos tras la Paz de Westfalia (1648).

			•Las escuelas iusnaturalista y positivista representan dos grandes tradiciones doctrinales que han moldeado profundamente la evolución del Derecho Internacional: mientras el iusnaturalismo enfatiza principios universales de justicia derivados de la razón o la moral, el positivismo se centra en las normas concretas establecidas por acuerdos explícitos o prácticas entre Estados.

			•La estructura descentralizada del Derecho Internacional implica ausencia de una autoridad legislativa, ejecutiva o judicial central, lo cual condiciona su creación, interpretación y aplicación, haciendo que dependan en gran medida de la voluntad soberana de los Estados y otros sujetos y actores implicados.

			•La evolución histórica del Derecho Internacional se caracteriza por la progresiva institucionalización y la ampliación temática desde asuntos clásicos como la guerra, la paz y la diplomacia hasta temas actuales como derechos humanos, medioambiente, comercio internacional y justicia penal internacional.

			•El Derecho Internacional organiza la convivencia pacífica entre Estados soberanos, facilitando la cooperación, promoviendo valores universales como la dignidad humana, proporcionando mecanismos pacíficos de resolución de conflictos y legitimando o limitando el ejercicio del poder internacional.

			•Las contribuciones doctrinales de autores considerados como «padres fundadores» (Francisco de Vitoria, Alberico Gentili, Francisco Suárez, Hugo Grocio, Samuel von Pufendorf, Emer de Vattel y Jeremy Bentham) son fundamentales para comprender cómo se sentaron las bases conceptuales y éticas del Derecho Internacional contemporáneo.

			•La eficacia del Derecho Internacional es objeto de debate constante debido a su naturaleza descentralizada y a la ausencia de mecanismos coercitivos plenamente efectivos; sin embargo, distintas teorías contemporáneas (realismo, institucionalismo liberal, constructivismo y teoría crítica) ofrecen perspectivas diversas sobre cómo y por qué las normas internacionales influyen realmente en el comportamiento de los Estados y otros sujetos y actores internacionales.

			PREGUNTAS DE REPASO

			1.¿Cómo se justifica la existencia del Derecho Internacional en ausencia de una autoridad centralizada?

			2.¿Cuáles han sido las principales etapas en la evolución histórica del Derecho Internacional?

			3.¿Qué rasgos estructurales distinguen al Derecho Internacional de los ordenamientos jurídicos estatales?

			4.¿Qué funciones cumple hoy el Derecho Internacional en la sociedad internacional contemporánea?

			5.¿Quiénes fueron los principales pensadores que sentaron las bases del Derecho Internacional como disciplina autónoma? ¿Qué aportaciones destacadas hizo cada uno de ellos?

			6.¿Es (in)eficiente el Derecho Internacional? ¿Qué argumentos se han dado a favor y en contra?

			Caso práctico 1: ELEANOR ROOSEVELT, ¿MADRE DEL DERECHO INTERNACIONAL?

			Eleanor Roosevelt, primera dama de los Estados Unidos entre 1933 y 1945, fue delegada de Estados Unidos ante las Naciones Unidas y presidió la Comisión de Derechos Humanos. Bajo su liderazgo, se elaboró y adoptó la Declaración Universal de los Derechos Humanos en 1948, estableciendo estándares internacionales para la protección de los derechos de todas las personas. Su dedicación a la promoción de los derechos humanos y su influencia en la institucionalización de estos principios en el ámbito internacional han sido ampliamente reconocidas.

			Cuestiones

			1.Considerando lo estudiado sobre los «padres del Derecho Internacional Público», ¿podría Eleanor Roosevelt ser considerada una «madre del Derecho Internacional»? ¿Qué criterios se deberían aplicar para otorgar este reconocimiento?

			2.¿Es imprescindible haber formulado una teoría para ser reconocido como una figura fundacional del Derecho Internacional, o pueden las contribuciones prácticas y políticas tener un peso equivalente o incluso mayor?

			Caso práctico 2: LOS ARANCELES DE TRUMP Y LA EFICACIA DEL DERECHO INTERNACIONAL

			En abril de 2025, durante su segundo mandato, el presidente de Estados Unidos, Donald Trump, implementó una serie de aranceles significativos bajo la política denominada «aranceles recíprocos». Estas medidas incluyen un arancel mínimo del 10 por 100 a todas las importaciones y aranceles adicionales más elevados para países con los que Estados Unidos mantiene déficits comerciales significativos, como un 20 por 100 a la Unión Europea (UE) y un 54 por 100 a China. Estas acciones han generado tensiones comerciales a nivel global y han suscitado debates sobre la capacidad del Derecho Internacional para resolver tales disputas.

			Cuestiones

			1.¿Qué características estructurales del Derecho Internacional pueden explicar las dificultades para abordar y resolver situaciones como la impuesta por las recientes políticas arancelarias de Estados Unidos?

			2.¿Se puede afirmar que el Derecho Internacional es ineficaz en este contexto, o sería más preciso hablar de una eficacia limitada debido al comportamiento de ciertos Estados? Razone su respuesta.

			3.¿En qué medida este caso refleja o contradice las críticas tradicionales sobre la falta de mecanismos coercitivos efectivos en Derecho Internacional?
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